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ASUNTO:
LA RUPTURA DEL EQUILIBRIO ECONÓMICO Y FINANCIERO EN LOS CONTRATOS ESTATALES Y EL DEBER DE RESTABLECIMIENTO
En mi condición de Director Técnico Legal del Instituto de Desarrollo Urbano – IDU, y en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 17 de la Resolución 013 de 2005 y por el artículo 2º de la Resolución 5449 de 2006, modificatoria de la Resolución 1705 del 19 de abril de 2006, me permito proveer la presente instrucción jurídica sobre el asunto de la referencia, en los siguientes términos: 

I. DEL EQUILIBRIO FINANCIERO DEL CONTRATO ESTATAL
Para entender el concepto de equilibrio, debemos tener en cuenta la motivación de cada uno de los sujetos de la relación jurídico negocial derivada del contrato estatal: “El Estado con el fin de cumplir los fines esenciales consagrados en la Constitución y la ley, acude a la contratación con los particulares, ante la imposibilidad de asumir por sí mismo la ejecución de las tareas necesarias para lograr su cometido. El particular se compromete con la consecución de tales fines, movido por el ánimo no sólo de colaboración sino especialmente para reportar un provecho económico en su favor.

[Así] las partes aceptan conocer cuál es el beneficio que derivarán del mismo. Para la administración, el logro de los fines esenciales del Estado, y para el contratista, la obtención de un provecho económico en su favor. Es en este momento histórico cuando surge la regulación económica del convenio al cual debe ser referida la “ecuación financiera del contrato”. Será entonces dicho momento el que marca el punto de partida de la regulación financiera del negocio, directriz que habrá de guiarlo durante toda su existencia”
 (se resalta).
No obstante, es necesario aclarar que esta ecuación económica o financiera sólo se predica de los contratos conmutativos o sinalagmáticos, es decir en aquellos en que cada una de las partes se obliga a dar o hacer una cosa que se mira como equivalente a lo que la otra parte a su vez debe dar o hacer, no siendo admisible por esto en los contratos aleatorios, donde el equivalente consiste en una contingencia incierta de ganancia o pérdida (art. 1498. Código Civil). Ahora bien, teniendo en cuenta que según el artículo 28 de la Ley 80 de 1993 los contratos estatales son conmutativos, tendremos que concluir que a éstos es aplicable el postulado del equilibrio económico del contrato, puesto que se pretende que la correspondencia existente entre las prestaciones correlativas que están a cargo de cada una de las partes del contrato, permanezca durante toda su vigencia, de tal manera que a la terminación de éste, cada una de ellas alcancen la finalidad esperada con el contrato.
De esta forma, la teoría del equilibrio financiero del contrato procede respecto de todo contrato oneroso, de tracto sucesivo, conmutativo y tal como lo ha dicho la jurisprudencia, sin consideración al sistema de pago acordado:

“No es dable tampoco considerar que por tratarse de un contrato de obra pública a ‘precio global’ el contratista estaba impedido para reclamar y obtener el reconocimiento y pago de las mayores cantidades de obra que ejecutó en cumplimiento de lo ordenado por la entidad contratante…”
.

II. LA RUPTURA DEL EQUILIBRIO ECONÓMICO DEL CONTRATO
Tal como lo ha establecido la jurisprudencia del Consejo de Estado
, ha sido una constante en el régimen jurídico de los contratos celebrados por la administración pública, reconocer el derecho del contratista al mantenimiento del equilibrio económico del contrato, como quiera que la equivalencia de las prestaciones recíprocas, el respeto por las condiciones que las partes tuvieron en cuenta al momento de su celebración y la intangibilidad de la remuneración del contratista, constituyen principios esenciales de esa relación con el Estado.
La Ley 80 de 1993, en perfecta armonía con estos principios, estableció en su artículo 27 una protección legal de la ecuación contractual de la siguiente forma: “En los contratos estatales se mantendrá la igualdad o equivalencia entre derechos y obligaciones surgidos al momento de proponer o de contratar, según el caso. Si dicha igualdad o equivalencia se rompe por causas no imputables a quien resulte afectado, las partes adoptarán en el menor tiempo posible las medidas necesarias para su restablecimiento” (se resalta). De esta manera, no sólo se está resguardando el equilibrio financiero contractual, sino también, la obligación de restablecimiento al cocontratante perjudicado, que constituye justamente, la consecuencia jurídica derivada de la ocurrencia de aquel.

El artículo 5º de la misma ley, por su parte, dispuso que “…los contratistas:

1. Tendrán derecho a recibir oportunamente la remuneración pactada y a que el valor intrínseco de la misma no se altere o modifique durante la vigencia del contrato.

En consecuencia tendrán derecho, previa solicitud, a que la administración les restablezca el equilibrio de la ecuación económica del contrato a un punto de no pérdida por la ocurrencia de situaciones imprevistas que no sean imputables a los contratistas. Si dicho equilibrio se rompe por incumplimiento de la entidad estatal contratante, tendrá que restablecerse la ecuación surgida al momento del nacimiento del contrato” (se resalta).
Una vez establecido el deber de las partes de restablecer el equilibrio económico cuando se viere afectado y la consecuencial indemnización de perjuicios por este concepto a cargo de quien tiene el deber de restablecimiento, es importante determinar las situaciones en las que se presenta el rompimiento, y este sentido la doctrina y la jurisprudencia del Consejo de Estado
, basándose en las disposiciones legales mencionadas, han desarrollado las causales generadoras de ruptura de la ecuación contractual reconociendo que ésta podrá verse afectada por las siguientes causas:

1. Por actos o hechos de la administración contratante, cuando ésta hace uso de sus facultades excepcionales o cuando incurre en incumplimiento del contrato.
2. Por actos de la administración como Estado, tratados dentro del hecho del príncipe.
3. Por factores exógenos a las partes del negocio, enmarcados dentro de la teoría de la imprevisión y en menor medida, dentro de las sujeciones materiales imprevistas.
Con el fin de realizar un análisis estructurado de los asuntos que atañen a cada causal, dada la complejidad que revisten cada uno de ellas, a continuación procederemos a hacer un estudio individual de las mismas de conformidad con la siguiente distribución temática: 1. Ejercicio de las facultades excepcionales. 2. Incumplimiento por parte de la entidad contratante. 3. El hecho del príncipe. 4. La teoría de la imprevisión, y 5. Las sujeciones materiales imprevistas.
2.1  Ejercicio de las Facultades Excepcionales de la Administración
Según el artículo 14 de la Ley 80 de 1993, las entidades estatales al celebrar un contrato y con el exclusivo objeto de evitar la paralización o la afectación grave de los servicios públicos a su cargo y asegurar la inmediata, continua y adecuada prestación, podrán interpretar los documentos contractuales y las estipulaciones en ellos convenidas, introducir modificaciones a lo contratado y, cuando las condiciones particulares de la prestación así lo exijan, terminar unilateralmente el contrato celebrado. 

Sin embargo, como lo establece de forma expresa este artículo “En los actos en que se ejerciten algunas de estas potestades excepcionales deberá procederse al reconocimiento y orden de pago de las compensaciones e indemnizaciones a que tengan derecho las personas objeto de tales medidas y se aplicarán los mecanismos de ajuste de las condiciones y términos contractuales a que haya lugar, todo ello con el fin de mantener la ecuación o equilibrio inicial” (se resalta).
De esta manera, estamos frente a decisiones legales y voluntarias de la administración pública que afectan las condiciones técnicas y financieras del contrato que por perjudicar la expectativa de lucro que realizó el contratista al momento de suscribir el contrato por razones de interés público, implican el correspondiente deber de restablecimiento del equilibrio financiero contractual, para que así el contratista no se vea afectado por la decisión administrativa.
2.2  Incumplimiento por parte de la Entidad Pública contratante
Tal como fue mencionado antes, la Ley 80 de 1993 dispuso en la parte final del numeral 1 del artículo 5º, que “…Si dicho equilibrio se rompe por incumplimiento de la entidad estatal contratante, tendrá que restablecerse la ecuación surgida al momento del nacimiento del contrato” (se resalta).
Ésta disposición que debe interpretarse dentro del contexto de la responsabilidad contractual del Estado, toda vez que el incumplimiento de una obligación nacida de un contrato es lo que configura este tipo de responsabilidad.
El Consejo de Estado, en sentencia del 29 de abril de 1999, expediente 14855, señaló que conductas tales como no pagar oportunamente las cuentas de cobro, no aprobar oportunamente los diseños o planos, no entregar la documentación correspondiente para el desarrollo de los trámites preliminares y ordenar en forma extemporánea la adición, supresión y cambios de las obras, etc. constituyen modalidades de incumplimiento en la administración con claras incidencias para la economía del negocio jurídico. En este fallo se dijo concretamente que el rompimiento del equilibrio económico contractual se había configurado en el caso concreto que motivó el pronunciamiento, por: 

“1.- Incumplimiento de los términos contractuales establecidos para aprobar los diseños arquitectónicos elaborados por el contratista.

2.- Aprobación de mayores cantidades de obra a través de solicitudes extemporáneas.

3.- No reconocimiento y pago de las mayores cantidades de obra aprobadas.

4.- Demoras en el pago de las facturas correspondientes presentadas por el contratista.

5.- Proceder en forma descoordinada para con las entidades responsables de la interventoría, que originaron dos prórrogas y una suspensión del contrato por el término de ocho meses”.
2.3  El Hecho del Príncipe
Tal como lo ha señalado la doctrina, el hecho del príncipe “…alude a medidas administrativas generales que, aunque no modifiquen directamente el objeto del contrato, ni lo pretendan tampoco, inciden o repercuten sobre él haciéndolo más oneroso para el contratista sin culpa de éste”. De allí que “en cuanto se traduzca en una medida imperativa y de obligado acatamiento que reúna las características de generalidad e imprevisibilidad y que produzcan (relación de causalidad) un daño especial al contratista, da lugar a compensación, en aplicación del principio general de responsabilidad patrimonial que pesa sobre la Administración por las lesiones que infiere a los ciudadanos su funcionamiento o actividad, ya sea normal o anormal”
.

De acuerdo con lo anterior, se presenta un hecho del príncipe cuando el Estado expide una medida de carácter general y abstracto que era imprevisible al momento de la celebración del contrato y que incide en forma directa o indirecta en el mismo, alterando en forma extraordinaria o anormal la ecuación financiera surgida al momento de proponer el contratista su oferta o celebrar el contrato.
El Consejo de Estado ha reconocido que el hecho del príncipe como fenómeno determinante del rompimiento de la ecuación financiera del contrato, se presenta cuando concurren los siguientes supuestos
:

a. La expedición de un acto general y abstracto.
b. La incidencia directa o indirecta del acto en el contrato estatal.
c. La alteración extraordinaria o anormal de la ecuación financiera del contrato como consecuencia de la vigencia del acto.
d. La imprevisibilidad del acto general y abstracto al momento de la celebración del contrato.
Refiriéndonos a cada uno de estos supuestos, se encuentra que la norma debe ser de carácter general y abstracta y no particular ni concreta, pues de lo contrario se estaría en presencia del ejercicio de las facultades excepcionales de la administración a la que ya hicimos alusión y no frente al hecho del príncipe.

De la misma forma, la medida de carácter general debe incidir en la economía del contrato y alterar la ecuación económico financiera del mismo, considerada al momento de su celebración, por un alea anormal o extraordinaria, es decir, “…cuando ellas causen una verdadera alteración o trastorno en el contenido del contrato, o cuando la ley o el reglamento afecten alguna circunstancia que pueda considerarse que fue esencial, determinante, en la contratación y que en ese sentido fue decisiva para el cocontratante”, ya que “el alea normal”, determinante de perjuicios “comunes” u “ordinarios”, aún tratándose de resoluciones o disposiciones generales, queda a cargo exclusivo del cocontratante, quien debe absorber sus consecuencias: tal ocurriría con una resolución de la autoridad pública que únicamente torne algo más oneroso o difícil el cumplimiento de las obligaciones del contrato”
.
Finalmente, el contrato debe afectarse en forma grave y anormal como consecuencia de la aplicación del acto general y esto debe ser razonablemente imprevisto, puesto que esta teoría no resulta procedente frente a alteraciones propias o normales del contrato, por cuanto todo contratista debe asumir un cierto grado de riesgo y debe tratarse de un hecho nuevo para los contratantes que no fue tenido en cuenta al momento de la celebración del respectivo negocio.

Tal como ya se había mencionado, una vez probado el rompimiento del equilibrio financiero del contrato estatal como consecuencia de un acto enmarcado en el hecho del príncipe, surge para ésta la obligación de restablecer dicho equilibrio indemnizando todos los perjuicios derivados del aquel.
Un caso particular que por su importancia nos merece mayor detenimiento es el referido a la INCIDENCIA DE LOS IMPUESTOS EN LA CONTRATACIÓN ESTATAL.
El Consejo de Estado, mediante sentencia del 7 de marzo de 2002, expediente 21588, se pronunció sobre la procedencia del restablecimiento del equilibrio financiero del contrato con fundamento en la imposición de impuestos y gravámenes posteriores a la celebración del contrato. En ese pronunciamiento se precisó que es válido aceptar la fijación de impuestos como un hecho del príncipe, en cuanto puede afectar el equilibrio económico del contrato, ya que el tributo es fijado por el Estado mediante ley lo que significa que tal imposición tiene un carácter general que al recaer en el contratista como sujeto individual destinatario de dichas normas, es posible que sólo en ciertos casos, dicha medida le afecte de manera particular, anormal y extraordinaria en el cumplimiento de sus obligaciones contractuales.

Sostuvo esa Corporación que “…la fijación de nuevos impuestos o el incremento de los ya existentes, con carácter general, es una medida que se ajusta a la noción del denominado “Hecho del Príncipe” y, por lo tanto, puede incidir en el ámbito contractual. 

Luego, no es acertado aseverar, por lo menos no bajo un juicio absoluto e inmodificable, que los impuestos fijados por la ley no pueden constituir factor que altere la ecuación económica de los contratos, pues ello puede resultar contrario al principio de igualdad ante las cargas públicas. 

Lo que ocurre es que, como ya se precisó, el “Hecho del Príncipe” no opera, a priori, como factor desencadenante de la ruptura del equilibrio económico de los contratos; de allí que serán las particularidades de cada caso las que permitirán llegar a tal conclusión, siendo indispensable incorporar en el análisis de la hipótesis concreta, el criterio de previsibilidad, puesto que, como lo explicara la Corte Constitucional en el fallo cuyos apartes pertinentes fueron transcritos, al contribuyente debe dársele la oportunidad de planear su presupuesto para incorporar en él el pago de los tributos que se llegaren a crear, pues de lo contrario, si no es posible prever tal situación y efectuar los ajustes correspondientes, el contribuyente puede verse afectado al tener que asumir intempestivamente dicho pago. 

Así las cosas, el contratista debe probar la existencia objetiva del “Hecho del Príncipe”, esto es, la fijación de nuevos tributos o el incremento de los ya existentes, las condiciones iniciales del contrato que considera se han alterado por causa de éste, dada la imprevisibilidad de dichas medidas, y que, por ende, para dar cumplimiento a sus obligaciones contractuales en esas “nuevas condiciones” ha debido asumir cargas anormales, extraordinarias, causantes de un detrimento patrimonial que no está obligado a soportar” (se resalta).
Posteriormente, el mismo Consejo de Estado mediante sentencia del 29 de mayo de 2003, expediente 14577, confirmó que sólo en una ocasión se ha aceptado la ocurrencia del hecho del príncipe en razón de los gravámenes o cargas impositivas que afectan la economía o ecuación financiera de los contratos estatales
 y que en los demás casos se ha considerado que las cargas tributarias que surgen en el desarrollo de los contratos estatales, no significan per se el rompimiento del equilibrio económico del contrato, sino que es necesario que se demuestre su incidencia en la economía del mismo y en el cumplimiento de sus obligaciones y en general, los demás requisitos señalados antes.
2.4  Teoría de la Imprevisión
Como lo ha reiterado la jurisprudencia, la teoría de la imprevisión “se presenta cuando situaciones extraordinarias, ajenas a las partes, imprevisibles y posteriores a la celebración del contrato alteran la ecuación financiera del mismo en forma anormal y grave, sin imposibilitar su ejecución”
, situaciones que básicamente consisten en eventos económicos tales como “crisis económica grave; devaluación extraordinaria; aumento fundamental y sorpresivo de los costos de la materia prima esencial para la ejecución del contrato; conmoción social, etc.”
 (se resalta).
La aplicación de la teoría de la imprevisión resulta entonces procedente cuando se cumplen las siguientes condiciones:

1. La existencia de un hecho exógeno a las partes que se presente con posterioridad a la celebración del contrato.
2. Que el hecho altere en forma extraordinaria y anormal la ecuación financiera del contrato.
3. Que no fuese razonablemente previsible por los contratantes al momento de la celebración del contrato.

Respecto del primer requisito cabe precisar que no es aplicable la teoría de la imprevisión cuando el hecho proviene de la entidad contratante, pues este caso estaríamos ante una modificación, interpretación o terminación unilateral con motivo del ejercicio de las facultades excepcionales de la administración o frente a incumplimiento contractual de la misma, hipótesis que nos llevan a la aplicación de la teoría del rompimiento del equilibrio financiero por causa de la entidad pública contratante, pero no por la teoría de la imprevisión.
En cuanto a la alteración de la economía del contrato, explica el Consejo de Estado, “es de la esencia de la imprevisión que la misma sea extraordinaria y anormal; “supone que las consecuencias de la circunstancia imprevista excedan, en importancia, todo lo que las partes contratantes han podido razonablemente prever. Es preciso que existan cargas excepcionales, imprevisibles, que alteren la economía del contrato. El límite extremo de los aumentos que las partes habían podido prever (...).  Lo primero que debe hacer el contratante es, pues, probar que se halla en déficit, que sufre una pérdida verdadera. Al emplear la terminología corriente, la ganancia que falta, la falta de ganancia, el lucrum cessans, nunca se toma en consideración. Si el sacrificio de que se queja el contratante se reduce a lo que deja de ganar, la teoría de la imprevisión queda absolutamente excluida. Por tanto, lo que se deja de ganar no es nunca un alea extraordinario; es siempre un alea normal que debe permanecer a cargo del contratante”
 (se resalta).
En relación con la imprevisibilidad del hecho, cabe precisar que si éste era razonablemente previsible, no procede la aplicación de la teoría toda vez que se estaría en presencia de un hecho imputable a la negligencia o falta de diligencia de una de las partes contratantes en haber tenido en cuenta situaciones cuya ocurrencia podía anticiparse y que por lo mismo, hace improcedente su invocación a efectos de pedir compensación alguna.

Sobre la imprevisibilidad es necesario aclarar además, que no es un asunto subjetivo y, por el contrario, es un hecho matemáticamente verificable, que en cada caso concreto debe ser analizado para determinar si constituye o no causal de ruptura de la ecuación económica. Dos tipos de hechos pueden resultar imprevisibles: 1) Aquellos que resultan absolutamente imprevisibles pues su ocurrencia no tiene antecedente histórico alguno y que por los mismo son considerados en todos los casos con un alea extraordinaria, y 2) Aquellos que cuentan con un referente histórico que permite efectuar estimaciones sobre la probabilidad de ocurrencia, por ejemplo mediante análisis estadísticos.
Tal como lo señala Carlos Andrés Sánchez, “Sin pretensiones de profundizar en lo que a los métodos de estimación se refiere
, podremos afirmar que cualquier hecho con un referente histórico, puede ser objeto de estimación a partir de la observación en una serie de tiempo de los comportamientos de tendencia (comportamiento a largo plazo de una serie), cíclicos (comportamientos repetitivos cada cierto periodo) o estacionales (comportamientos que se repiten en idéntico momento cada año, como las estaciones) de tal variable a lo largo del tiempo”
. Sin embargo, es evidente que tales predicciones no son exactas, sino son estimaciones sobre la probabilidad de ocurrencia de un hecho y cuando pese a la predicción ocurren eventos atípicos que rompen con el comportamiento histórico, es cuando estamos ante la segunda clase de hechos imprevisibles, capaces de romper el equilibrio económico de un contrato estatal. Así, sólo los hechos atípicos constituyen un alea extraordinario, pues los demás eventos constituyen el riesgo normal del contrato, asumido por la parte que según el negocio celebrado responde por su ocurrencia.
2.5  Las Sujeciones Materiales Imprevistas
La última forma que puede revestir una causal constitutiva de ruptura del equilibrio económico en los contratos estatales es la que se ha denominado como las sujeciones materiales imprevistas y consiste en una variación de la teoría de la imprevisión en el sentido de que la imprevisibilidad sólo se predica del contratista. Así, se requiere: 1) La existencia de un hecho exógeno a las partes que se presente con posterioridad a la celebración del contrato. 2) Que el hecho altere en forma extraordinaria y anormal la ecuación financiera del contrato. 3) Que el hecho fuese imprevisible para el contratista, pero previsible para la entidad contratante. 
Es el caso, por ejemplo, de un contrato de obra que se ejecuta con una información y unas especificaciones particulares provistas por el contratante: si la información y los datos resultan inexactos, incompletos o erróneos por negligencia o falta de diligencia de la entidad pública y como consecuencia de ello, la obra se ve afectada anormal y extraordinariamente, haciéndose gravoso para el contratista su ejecución, esto se enmarca dentro de la teoría que estamos analizando, debido a que la alteración de las condiciones económicas, técnicas y financieras del proyecto fueron causadas por un hecho previsible para la administración si ésta hubiera sido diligente en la información, datos y especificaciones entregadas al contratista. 
En todo caso, esta teoría responde a un hecho exógeno a ambas partes con incidencia en la ejecución del contrato estatal, pero cuya ocurrencia pudo ser prevista por el contratante, no así por el contratista, lo cual no incide en el deber de restablecimiento del equilibrio financiero y la consecuente indemnización de perjuicios para la parte resultó afectada.
El fundamento legal de las sujeciones materiales imprevistas se encuentra en el numeral 1º del artículo 5º de la Ley 80 de 1993 ya citado, según el cual los contratistas tendrán derecho a que la administración les restablezca el equilibrio de la ecuación económica del contrato por la ocurrencia de situaciones imprevistas que no sean imputables a los mismos. De esta forma, no se exige que el hecho también haya sido imprevisible al contratante, porque justamente con fundamentos en esta previsibilidad para la administración es que se le imputa la ocurrencia del hecho que genera la correspondiente ruptura.
III. DEL RESTABLECIMIENTO DEL EQUILIBRIO CONTRACTUAL
El artículo 5º de la Ley 80 de 1993, estableció que “…los contratistas:

(…) tendrán derecho, previa solicitud, a que la administración les restablezca el equilibrio de la ecuación económica del contrato a un punto de no pérdida por la ocurrencia de situaciones imprevistas que no sean imputables a los contratistas…” (se resalta).
La importancia de la distinción del régimen procedente frente al rompimiento del equilibrio económico de un contrato, radica en el hecho de que dependiendo de cuál de ellos sea el llamado a operar, la parte afectada negativamente con el hecho perturbatorio de la ecuación contractual tendrá derecho al reconocimiento integral de los perjuicios, o únicamente, al reconocimiento de una compensación limitada a las pérdidas que sufrió el cocontratante. Así, el sentido de la frase a un punto de no pérdida no debe entenderse para todos los casos y efectos como la compensación sólo de las pérdidas que ocasionaron la ruptura del equilibrio, sino que será la causal la que determine si el restablecimiento es sólo respecto de las pérdidas o si incluye además la reparación de las ganancias que se vieron afectadas. 
En sentencia del 18 de septiembre de 2003, expediente 15119, el Consejo de Estado precisó que en el caso del hecho del príncipe el contratista tendrá derecho al reconocimiento integral de los perjuicios, mientras que en los casos de la teoría de la imprevisión la compensación estará limitada a las pérdidas que sufrió el afectado.

Ahora bien, haciendo extensivo este criterio a las causales antes referenciadas, concluimos que en el ejercicio de las facultades excepcionales de la administración, en el incumplimiento de la entidad contratante, en el hecho del príncipe y en las sujeciones materiales imprevistas, la compensación debe ser integral, completa, plena y razonable, en tanto que en la teoría de la imprevisión ésta excluye la reparación e indemnización relacionada con la ganancia esperada.
Explica aquella Corporación su posición: “…lo anterior es así, por cuanto en el caso del hecho del príncipe lo que se configura es una responsabilidad contractual, que es imputable a un hecho de la propia autoridad contratante y que rompe el equilibrio económico del contrato, por lo cual ella está obligada a reconocer tanto el daño emergente como el lucro cesante resultado de ese desequilibrio por ella ocasionado.

En cambio, en lo que hace relación a la teoría de la imprevisión, en cuanto ella consiste en situaciones extraordinarias, ajenas a las partes, imprevisibles y posteriores a la celebración del contrato que alteran la ecuación financiera del contrato en forma anormal y grave, sin imposibilitar su ejecución, se contempla el deber de la Administración de concurrir en ayuda del contratista, ya que éste obra como su colaborador y requiere de ese apoyo para concluir con el objeto contractual, en el cual está fincado el interés de la entidad contratante”
 (se resalta).

En este último caso, la indemnización no será igual a la que correspondería en el caso del hecho del príncipe, de los actos y hechos de la administración y de las sujeciones imprevistas, ya que la circunstancia que alteró en forma grave la ecuación contractual no le es imputable a la entidad contratante, ni siquiera a título de responsabilidad sin falta, sino que obedece a hechos ajenos a las partes y es por esto la administración sólo debe proceder a compensar la ecuación desequilibrada por razones de equidad y como colaboración al contratista que de todas maneras tiene que ejecutar el contrato en condiciones adversas a sus cálculos iniciales.
Una vez definido el alcance del deber de restablecimiento del equilibrio contractual, nos referiremos finalmente a los mecanismos que establece la ley con este propósito. De conformidad con el artículo 27 de la Ley 80 de 1993, “Para tales efectos –adoptar las medidas necesarias para el restablecimiento- , las partes suscribirán los acuerdos y pactos necesarios sobre cuantías, condiciones y forma de pago de gastos adicionales, reconocimiento de costos financieros e intereses, si a ello hubiere lugar, ajustando la cancelación a las disponibilidades de la apropiación de que trata el numeral 14 del artículo 25. En todo caso, las entidades deberán adoptar las medidas necesarias que aseguren la efectividad de estos pagos y reconocimientos al contratista en la misma o en la siguiente vigencia de que se trate” (se resalta).
Cordialmente,

INOCENCIO MELÉNDEZ JULIO
Director Técnico Legal
Proyectó: Carlos Guechá López 
Asesor de la Dirección Técnica Legal.
CC
Liliana Pardo Gaona
Directora General


Ana María Ospina
Subdirectora General Corporativa
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